González Lobo, Ramón y otro v. Química Industrial del Sur 

Cam. Nac. Com.,  sala E -  27/06/2005 

2ª INSTANCIA.- Buenos Aires, junio 27 de 2005.

Considerando:

1. Viene apelado por los actores el pronunciamiento dictado a fs. 480.

2. En dicha decisión se rechazó la intervención judicial de "Química Industrial del Sur SA." solicitada por dos hijos de Camilo R. González Lobo, quien resultara titular del 98 % de las acciones de "Química Industrial del Sur SA.", en su carácter de herederos de aquél, acreditando incluso una de las peticionantes su condición de administradora provisoria del sucesorio del accionista fallecido.

También se desestimó el pedido de suspensión de la ejecución de las decisiones adoptadas por la asamblea general ordinaria de aquella sociedad, celebrada el 24/9/2003.

3. El único fundamento del rechazo consistió en el carácter constitutivo que atribuyó la a quo a la inscripción de la transferencia de acciones nominativas no endosables -por causa de muerte- cuya pendencia privaba de legitimación a los peticionantes para ejercitar los derechos propios de la calidad de socios.

Ninguna referencia formuló la a quo sobre la condición de administradora del sucesorio del accionista premuerto invocada por una de las peticionantes.

4. Contra la resolución referida se alzan los actores que insisten en sostener su condición de socios; las irregularidades denunciadas; la procedencia de las medidas cautelares denegadas; y acreditan incluso como hecho nuevo la declaratoria de herederos dictada en el sucesorio en su favor y de otros dos hijos del causante, nacidos de su unión con Claudia Otaegui, quien ostentaría la calidad de titular del 2 % restante de las acciones -controvertida por los actores- y de presidente de la sociedad.

5. No desconoce la sala la controversia existente en punto al perfeccionamiento y oponibilidad de la transmisión de acciones nominativas no endosables mortis causa.

En efecto, el temperamento seguido por la juez de grado reconoce apoyo en decisiones dictadas en el mismo sentido por la sala B de esta Cámara in re "Guccerelli, Liliana v. Cira SACECI. s/ Sumario Ver Texto ", del 22/10/1993; íd., "Rodríguez, Marcela S. v. Transportes Rodríguez Cozar y Cía. SA. s/ Sumario Ver Texto ", del 23/9/1998, entre otros.

En sentido contrario, se expidió la sala C del Cuerpo en autos "Pérez de Pérez, Marcelina y otros v. El Jumillano SA. y otros s/ Medida precautoria Ver Texto ", del 14/8/2001; y "Schillaci, Irene v. Establecimiento Textil San Marco SA. s/ Nulidad de asamblea Ver Texto ", del 29/10/1990. Igualmente, la propia sala B en anterior integración, en la causa "Caselli de Merli, Eliene v. Szpayzer, Benjamín", del 14/5/1980, ED 94:635.

También se dictó en este último sentido la resolución de la IGJ. 995 , del 17/8/2004, en el expte. "Cerrito Car SA" donde su titular sostuvo la tesis amplia con fundamento en la norma expresa del CCiv:3410 Ver Texto que prescribe que los herederos forzosos entran en posesión de la herencia desde el día del fallecimiento del causante sin formalidad alguna ni intervención de los jueces; en la inexistencia de previsión expresa por parte del art. 215 Ver Texto LSC. acerca del pretendido carácter constitutivo de la calidad de socio de la anotación en el libro de registro de acciones de la transferencia de las que integran el acervo hereditario del causante; y en la imposibilidad de descartar, a partir de su texto, la oponibilidad de esa transferencia cuando la sociedad haya tenido conocimiento fehaciente de la misma.

Ello con apoyo en las conclusiones de Eduardo Roca para quien si "...en una sociedad cerrada, una de las partes en un conflicto sobre acciones tiene el control del libro es casi seguro que lo use para perjudicar los derechos de la otra, obligándola a recurrir a la justicia, remedio costoso en tiempo y dinero..." (ver "Transferencia de Acciones, mortis causa", Ed. Ad-Hoc, p. 27).

6. En el caso, como se señaló, los peticionantes resultan ser dos de los cuatro hijos de un socio, titular del 98 % de las acciones de la sociedad demandada.

Tal condición resultó acreditada con las partidas de nacimiento de los peticionantes emergentes de las copias certificadas del proceso sucesorio incorporadas en autos y de la declaratoria de herederos dictada en aquél, agregada en copia en este proceso con ulterioridad (ver fs. 360 y ss. y fs. 492).

Es más, el proceso sucesorio luce iniciado por los peticionantes y la concubina del causante, Claudia Otaegui, en representación de los otros dos hijos menores -los 4 herederos declarados- en forma conjunta; la totalidad de los promotores de la sucesión ab intestato aparecen otorgando poder al mismo letrado y denunciando el 98 % de las acciones de "Química Industrial del Sur SA." dentro del acervo sucesorio, entre otros importantes bienes (ver copias a fs. 367, 369/72 y 375).

Ante el desacuerdo de los herederos, la juez del sucesorio designó administradora provisoria de aquél a Josefina González Lobo, una de las actoras recurrentes, en los términos de los arts. 712 Ver Texto y 713 Ver Texto del CPCCN. (ver fs. 395).

Es más, ante la convocatoria para otra asamblea a realizarse con ulterioridad a la impugnada la juez del sucesorio confirió autorización judicial a la administradora provisoria para participar del acto y pese a haber comunicado su asistencia, no se la habría registrado en el libro pertinente (ver documentación reservada a fs. 441, 445/6 y 458/9).

Ello tornaría incontrovertible para las partes el carácter de herederos de los peticionantes; el de administradora provisoria del sucesorio de uno de ellos; la inclusión en el acervo hereditario de la participación accionaria de titularidad del causante; y el conocimiento efectivo de todos estos extremos por parte de la sociedad; y de su presidente, Claudia Otaegui, quien a su vez ejerce la representación de los otros dos herederos, menores de edad.

En tal contexto y en el marco propio de los pronunciamientos cautelares, no parece razonable desconocer liminarmente la legitimación de los peticionantes recurrentes para esgrimir las pretensiones cautelares denegadas.

7. Nótese incluso que las medidas precautorias que pueden dictarse respecto de entes societarios encuentran regulación en la ley 19550 Ver Texto y en el Código Procesal Civil y Comercial de la Nación Ver Texto . En este último ordenamiento, a través de la reforma implementada por la ley 22434 Ver Texto , se consagró normativamente la posibilidad de disponer las medidas previstas en la Sección 4ª del cap. III del Ccit., además de las contempladas en la legislación de fondo (art. 222 Ver Texto ).

Quedó así establecida la preeminencia de la legislación societaria, mas no descartada la aplicación de la normativa del rito (conf. Palacio, "Derecho Procesal Civil", t. VIII, 1289, b, p. 203 Ver Texto , y esta sala, "Kispia SA. v. Donati Hermanos. CIIESA. s/ Incidente de medidas cautelares Ver Texto ",del 31/10/1988).

Tales consideraciones han llevado a este tribunal a prescindir en reiteradas ocasiones de la configuración de ciertos recaudos sustanciales previstos por la normativa de fondo cuando lo que se perseguía era controlar la marcha de la sociedad a fin de preservar los derechos sociales del afectado, restringidos por la negativa a permitirle su ejercicio" (conf. "Vila, Norberto D. v. Instituto de Nefrología Bs. As. SA. y otro s/ Sumario s/ Incidente art. 250", del 13/6/1991; íd. "Lobbosco, Héctor F. v. Masino SRL. s/ Medida precautoria Ver Texto ", del 29/11/1989).

8. Es más, tal situación se consideró configurada ante la negativa opuesta por la sociedad frente a la pretensión de ejercer los derechos propios de la calidad de socio por parte del adquirente de acciones no inscriptas, por actos entre vivos (v. este mismo tribunal in re "Compañía de Comercio Exterior Arbra SA. v. Transportes Integrados Metropolitanos -Trainmet- SA. s/ Sumario", del 26/10/1999).

En el caso, aún cuando se trate de transmisión de acciones por causa de muerte, los elementos de convicción acompañados en el proceso justifican sumariamente la verosimilitud del derecho invocado y el peligro en la demora en el reconocimiento de la calidad de socios.

Ello a poco que se advierta que:

a) se encuentra controvertida la titularidad accionaria -2 %- invocada por la concubina del socio mayoritario difunto, que podría resultar decisiva para la conformación de las mayorías;

b) se habría celebrado una asamblea -la impugnada- sin registrarse tempestivamente la participación de una única accionista -la referida-, procurándose asentar la misma aparentemente con ulterioridad;

c) en dicha asamblea la única asistente habría aprobado la gestión del directorio que integra y decidido atribuirse para sí la remuneración destinada a todo el directorio;

d) con posterioridad, se habría despedido a una de las peticionantes, desconociéndosele a ésta y a su litisconsorte la calidad de socios;

e) la exhibición de libros y documentación ordenada por la juez del sucesorio solo habría sido cumplida parcialmente;

f) en asamblea posterior, pese a la asistencia de un inspector de la IGJ., se denegó la exhibición del libro registro de acciones y de las acciones cuya titularidad invoca Claudia Otaegui, que se denuncian extraviados, así como el libro de actas del directorio, que según se manifestó tampoco estaba en el lugar de celebración del acto, retirándose el inspector asistente;

g) asimismo, pese a la existencia de autorización judicial para intervenir en la asamblea, se habría denegado la registración de la asistencia de la administradora provisoria del sucesorio.

9. Ello justifica decretar la intervención de "Química Industrial del Sur SA." y la designación de un co-administrador judicial por un plazo de 90 días, quien deberá presentar informes periódicos acerca de la regularidad de los libros y documentación sociales; de la regularidad del funcionamiento de los órganos societarios y de la designación de sus integrantes y de las retribuciones que perciban aquellos periódicamente; sin perjuicio de la facultad propia de la administración que habrá de integrar y de la representación del ente que se le asigna en forma conjunta con su presidente, defiriéndose su designación a la juez de grado, así como la fijación de la pertinente contracautela.

Con ese alcance, estímense los agravios y revóquese la decisión atacada, sin que corresponda imposición de costas al no mediar contradictorio.

Devuélvanse las actuaciones sin más trámite, encomendándole a la juez de grado el proveimiento de las diligencias ulteriores (art. 36, inc. 1 Ver Texto CPCCN.) y las notificaciones pertinentes.- Angel O. Sala.- Martín Arecha.- Rodolfo A. Ramírez.

